La Comunicacién Social
y la Justicia Penal

CONCLUSIONES

1. — Conclusiones

1.1. — La sociedad es un ente organizado que se mueve deniro de
un marco de derechos y deberes; el ejercicio de la libertad y, en particular,
él de la comunicacién social, deben sujetarse a esos limites, que son de
orden ético-juridico.

1.2. — Las personas a cuyo cargo se encuentren los medios de comu-
nicacion, y los comunicadores en general, conscientes y también responsa-
bles de la misiéon social a ellos encomendada, y por efecto de una integral
formacién profesional, deben actuar en armonia con los érganos de la
justicia penal,

2. Recomendaciones: Para ellos es recomendable;

2.1. — La fiel observancia de las leyes de ética profesional y de
las leyes de prensa existentes, lo que serd garantizado por la seguridad
de la aplicacién y ejecucién de las sanciones previstas para el incumpli-
miento de los preceptos legales.

2.2. — La implantacién, en los paises en donde todavia no las haya,
de leyes de ética profesional y de prensa, abarcando ampliamente la comu-
nicacién social, y la revisibn y actualizacién de unas y de otras, donde
va las hava.

2.3. — La instauracién o la actualizacién de organismos encargados
de la aplicacién de las leyes de ética profesional.
2.4. — La conveniencia de que ILANUD (*} se encargue de la ela-

boracién de principios basicos que orienten el ejercicio de la comunicaciéon
social y su relacién con la administracién de la justicia penal.

3. — Sugerencias

A los fines de lo establecido en el punto 2.4, se sugiere a ILANUD
tener en cuenta y someter a estudio las siguientes sugerencias:

(*} Instituto Latincamericance pars la Prevencién del Delito y Tratamiento del Delin-
cuente,
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3.1. — Que se auspicie la regulacién, por cada pais, del tratamiento
que los medios de comunicacién social puedan dar a la llamada “crénica
roja”.

3.2. — Que se propongan restricciones legales a la divulgacién del
modus operandi de los delincuentes.

3.3. — Que se propugne por que los cuerpos auxiliares de la justi-
cia no sirvan de fuente de informacién sobre delitos, dejando esta fun-
cién a los organismos instructorios y jurisdiccionales.

3.4. — Que se postule la conveniencia de que los medics de comuni-
cacién social designen a personas técnicamente competentes, preferen-
temente profesionales del derecho, para que supervisen toda informacifén
sobre delitos, antes de su impresién o propalacién, a los efectos de garan-
tizar la correccién de dicha informacion desde dos puntos de vista juri-
dico y judicial.

3.5. — Que se requiera la cesion de espacios, por parte de los me-
dios de comunicacion social, a los fines de que los organismos estatales
correspondientes efectuen campanas educativas y preventivas. Dichas cam-
pafias deberian ser encaradas por los organismos de prevencién contando
con la cooperacion de profesionales publicistas con el propésito de ob-
tener la mayor eficacia.

3.5.1. — Que en esas campafias se ponga énfasis en la posibilidad
de dafio moral y juridico, individual y social, mas que en las cuantias o
valores econémicos, involucrados en los delitos,

3.6. — Que se auspicie la inclusién de la materia “Prevencién del
IS)(;alito" en los programas de estudio de las Escuelas de Comunicacién
cial.

3.7. — Que se proponga la regulacién de la publicidad sobre bebi-
das alcohdlicas o substancias funcionalmente equivalentes.

3.8. — Que se postule la necesidad de incluir, en los entes que super-
visan a las emisoras de radio y TV, representantes de los organismos
encargados de la prevencion social.

3.9. — Que se propugne una estricta regulacién de los horarios de
radio y TV, estableciendo zonas de proteccién al menor.

3.10. — Que se prevea un régimen de sanciones para el incumplj-
miento de las obligaciones que resulten de la regulacién legal auspiciada.

3.11. — Observacion: Las recomendaciones precedentes se refieren
exclusivamente a la prevencién de delitos, es decir, de aquellas conduc-
tas incriminadas por la legislacién penal de cada pais. En ningin caso,
tales recomendaciones podrian interpretarse en sentido contrario a las
libertades y los derechos civicos.
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